
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 57 DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 

DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y 260 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SUSCRITA POR 

LA DIPUTADA MARÍA LUCERO SALDAÑA PÉREZ E INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PRI  

María Lucero Saldaña Pérez, diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 

Institucional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en 

los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1, 

fracción I; artículos 77 y 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma 

el artículo 57 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, así como el artículo 260 del 

Código Penal Federal, en materia de abuso sexual infantil. 

Exposición de Motivos 

La violencia sexual es una de las más graves manifestaciones del maltrato que viven de manera aguda mujeres 

niñas, niños y adolescentes en nuestro país. 

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, la violencia sexual es “todo acto sexual, la tentativa de 

consumar un acto sexual, los comentarios o insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones para 

comercializar o utilizar de cualquier otro modo la sexualidad de una persona mediante coacción por otra 

persona, independientemente de la relación de ésta con la víctima, en cualquier ámbito, incluidos el hogar y el 

lugar de trabajo.1  

Este organismo ha reconocido que la violencia sexual afecta a millones de personas en todo el mundo; que 

representa un problema grave de salud pública global y que constituye un problema de derechos humanos, de 

derechos de víctimas y de justicia social. 

Desafortunadamente uno de los grupos de población más vulnerables ante este tipo de violencia son las niñas y 

niños. En particular a lo largo de esta propuesta enfocaremos una de sus expresiones: el abuso sexual infantil . 

Una violencia cuya magnitud y consecuencias son amplias, pero sobre la que poco se ha logrado incidir para 

contener y atender de manera efectiva. 

Para el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF)2 , el abuso sexual infantil o infanto-juvenil es 

una forma de violencia a la infancia que ocurre con mayor frecuencia de la que se piensa, que constituye “desde 

el minuto cero un delito”, con graves consecuencias que pueden durar toda la vida. 

UNICEF retoma la definición que la propia Organización Mundial de la Salud (OMS, 2014) emplea sobre la 

violencia infantil, que implica: 

“...los abusos y la desatención de que son objeto los menores de 18 años, [incluidos] todos los tipos de maltrato 

físico o psicológico, abuso sexual , desatención, negligencia y explotación comercial o de otro tipo, que causen 

o puedan causar un daño a la salud, desarrollo o dignidad del niño, o poner en peligro su supervivencia, en el 

contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder. (UNICEF, 2015)” (subrayado propio). 

Cierto es, como ya se mencionó, que el abuso sexual hacia niñas y niños forma parte de un conjunto más amplio 

de expresiones de la violencia infantil3 , que en su conjunto revelan lo mucho que la sociedad tiene que hacer 

para asegurar un estado de bienestar y de respeto a los derechos de las niñas y niños en todo el mundo y, en 



 

 
 

particular, en México. Es una forma de violencia extendida, pero que queda en la impunidad por la dificultad 

que implica su detección y efectiva atención. 

Medir la magnitud de la violencia sexual y del abuso sexual infantil no es tarea fácil pues se estima que respecto 

a este fenómeno no existen estadísticas confiables, dado que en gran medida es un problema que no se detecta a 

tiempo o bien que es ocultado, sin llegar a la denuncia. La OMS estimaba en 2002 que: 

• En el mundo, 150 millones de niñas y 73 millones de niños han sido sexualmente violentadas y violentados; 

• Una de cada cuatro mujeres y uno de cada seis hombres, será abusado sexualmente antes de sus 18 años; y 

• Hasta 20 por ciento de las mujeres refieren antecedentes de abuso sexual infantil. 

En el caso de México, según datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 

para 2017: alrededor de 4.5 millones de niñas y niños son víctimas de abuso sexual en México, de los cuales 

únicamente 2 por ciento de los casos se conocen en el momento que se presenta el abuso. 4  

De acuerdo con datos recopilados por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV)5 , en el 

quinquenio comprendido entre 2010-2015, se integraron 6 mil 300 averiguaciones previas en materia de abuso 

sexual infantil (según los registrados en 15 entidades federativas y la Fevimtra). No obstante esta misma 

comisión estima que existe una “cifra negra” superior a 94 por ciento en lo que hace a los delitos sexuales 

(CEAV, 2016:198-199). 

En este periodo la misma fuente contabilizó 6 mil 970 víctimas, 69 por ciento niñas y 12 por ciento niños (en el 

resto de casos, no se determina el sexo, lo cual por sí mismo es una omisión que complica el análisis de este 

fenómeno). 

Por su parte, la organización Save the Children 6 da cuenta de que: 

• Cuatro de cada diez delitos sexuales son en personas menores de edad.  

• En México, cada año se cometen al menos 600 mil delitos sexuales. 

• 28 mil 672 es el número de personas que figuran como víctimas en averiguaciones previas registradas entre 

2010 y 2015 por casos relacionados con violencia sexual hacia niñas menores de 15 años de edad. 

• En el mismo periodo fueron atendidas 317 mil 996 niñas y adolescentes entre 0 y 15 años de edad en los 

servicios de salud por casos relacionados con violencia sexual. 

Aunque la violencia sexual afecta en mayor proporción a las niñas y adolescentes, los niños varones representan 

un porcentaje importante, también son vulnerables y su nivel de denuncia es menor por la autocensura y el 

estigma que tal hecho les significa. Por ello, en este tipo de violencia se debe hacer referencia a ambos sexos. 

Asimismo diversos especialistas han señalado cuestiones tan graves como las siguientes7 : 

• Que el promedio de edad de las víctimas de abuso sexual infantil en México es de 5.7 años. 

• Que 77 por ciento de las víctimas son mujeres. 



 

 
 

• Que los principales agresores son personas cercanas a la víctima: hermano (19 por ciento); padrastro (18 por 

ciento); tío (16 por ciento) y padre (15 por ciento). 

• Que entre las personas adultas que buscaron apoyo, una de cada dos víctimas no recibieron ningún tipo de 

ayuda en la infancia y solo 22 por ciento tuvo algún apoyo. 

• Que las víctimas suelen presentar un síndrome de estrés postraumático, manifestándose en 40 por ciento de los 

casos en alteraciones de los hábitos escolares; 10 por ciento en los hábitos del sueño; y alrededor de 70 por 

ciento miedo a salir o jugar. Niñas y niños abusados sexualmente tienen repercusiones graves como baja 

autoestima, comportamientos sexuales de riesgo, embarazos no deseados y hasta el suicidio. 

• Entre las consecuencias en la vida adulta se incluyen diversas afectaciones en la autopercepción, la vivencia y 

disfrute de la sexualidad, problemas psicológicos, dificultad en las relaciones de pareja y con hijas e hijos, entre 

otras. 

Medir los impactos de la violencia sexual es sumamente complejo. Ésta tiene efectos muy profundos sobre la 

salud física y mental, y en especial está asociada con riesgos y consecuencias en lo referente a salud sexual y 

reproductiva, ya sea a corto o largo plazo. 

La violencia sexual es un problema multifactorial que ha sido abordada (como otros fenómenos similares) desde 

el modelo ecológico, que parte del nivel micro social relativo al plano individual, en que se ubican los factores 

de la historia personal y las relaciones familiares más próximas; pasa por el nivel meso-social, en el que se dan 

las relaciones comunitarias en que las familias y las personas conviven con su entorno inmediato (colonias, 

vecindarios, ámbitos escolar y laboral); el siguiente nivel es el macro social en el que se conjuntan los factores 

de carácter estructural e institucional que pueden contribuir a favorecer un clima que incite o inhiba la violencia 

en general (sistema jurídico, cultura, sociedad); finalmente, el cuarto nivel, denominado crono-sistema o 

histórico, refiere a los factores histórico-sociales que pueden legitimar y exacerbar prácticas de violencia 

sistémicas (ideologías predominantes). 

Como se observa en este fenómeno inciden diversos planos de la realidad y sobre ellos hay que actuar para 

prevenir, detectar y atender de manera efectiva. 

En el caso de las niñas y niños, la violencia sexual incluye diversos delitos. Uno de los más frecuentes es el 

abuso sexual. El Comité de Derechos del Niño, en su observación general número 13 lo define de la siguiente 

forma: 

“Constituye abuso sexual toda actividad sexual impuesta por un adulto a un niño contra la que este tiene 

derecho a la protección del derecho penal. También se consideran abuso las actividades sexuales impuestas por 

un niño a otro si el primero es considerablemente mayor que la víctima o utiliza la fuerza, amenazas y otros 

medios de presión”8 .  

El abuso sexual infantil implica la imposición de comportamiento de contenidos sexual por parte de una persona 

(adulta o menor de edad) hacia un niño o niña, realizado en un contexto de desigualdad o asimetría de poder, 

por lo que se da a través del engaño, la fuerza, la mentira o la manipulación. 

En nuestro contexto, el abuso sexual infantil hace referencia a tocamientos y otros actos sexuales en los que no 

hay penetración; implica actos que van desde prácticas sin contacto directo (como el exhibicionismo, la 

exposición de niños o niñas a material pornográfico y la utilización o manipulación de niños y niñas para la 



 

 
 

producción de material visual de contenido sexual), así como actos de contacto sexual explícito sin llegar a la 

cópula. 

La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, define como violencia sexual infantil: 

“...todo contacto y/o actividad sexual entre un(a) niño(a) o adolescente y una persona que ejerce una posición de 

poder sobre él o ella, sin su consentimiento o valiéndose de amenazas, violencia física, psicológica o moral u 

obteniendo su consentimiento por medio de engaño; para estimularse sexualmente o estimular a otras personas. 

Esta forma de violencia atenta con la integridad física y psicológica de una persona menor de 18 años de edad o 

persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o que por cualquier causa no pueda 

resistirlo.” (CEAV, 2016:30). 

Un tema a discusión en esta materia es el concepto de “consentimiento”, sobre el que UNICEF es enfático en 

establecer que éste no puede ser elemento definitorio en los casos de abuso sexual infantil, al afirmar:  

“El término consentimiento no encaja en el contexto del abuso sexual infantil , porque el niño abusado 

sexualmente está sometido a la voluntad de quien abusa de él, voluntad que además se ejerce desde una 

posición de autoridad y con diversos niveles de coerción. Lejos está un niño, niña o adolescente víctima de así 

de comprender cabalmente la naturaleza de aquello que consiente, así como el alcance y el propósito de su 

participación.” (UNICEF, 2015:26, subrayado propio). 

Las personas que agreden a las niñas y niños, generalmente forman parte de su círculo de “cuidado” y 

convivencia inmediato: padres, padrastros, tíos, hermanos, abuelos, primos y personas conocidas de la familia. 

Fuera de la familia suelen ser otros cuidadores o personas con las que se relaciona cotidianamente: docentes y 

personal de las instituciones educativas, niñeras, entrenadores deportivos, sacerdotes, líderes de grupos y otros; 

figuras todas ellas de autoridad y contacto frecuente con las y los niños agredidos. 

Aunque desde el ámbito escolar se han hecho esfuerzos por prevenir, detectar y atender la violencia que se 

presenta en dichos espacios, lo cierto es que a diferencia de otras formas de violencia que afectan a las niñas, 

niños y adolescentes, el abuso sexual parecieran no recibir la suficiente atención. 

La comunidad escolar resulta un espacio central para prevenir y detectar las diferentes formas de violencia 

sexual que pudieran estar viviendo niñas y niños , dado el contacto cotidiano y directo, así como el nivel de 

conocimiento que pueden tener las y los docentes (y otros actores educativos) respecto a cada una de las y los 

menores a su cargo. 

Cuando una niña o niño víctima de abuso sexual da muestras por su conducta o por que logra expresarlo de 

manera directa, el papel de la persona adulta que lo detecta o escucha es crucial. UNICEF identifica que las y 

los adultos no agresores, a los que acude la niña o el niño, son su “línea de defensa” y en esta línea incluye en 

primer lugar a algún familiar (generalmente la madre) y, en segundo lugar, a otros agentes que pueden ser 

quienes detectan o intervienen: 

“Si bien la primera línea de defensa con la que la niña [o niño] cuenta es aquella persona que dentro de su 

propia familia no está ejerciendo el abuso (por ejemplo, la madre), los agentes de intervención no deben olvidar 

que todos, desde sus diversas disciplinas y lugares de trabajo, constituyen la segunda línea de defensa para esa 

niña [o niño] .” (UNICEF,2015:35, subrayado propio). 

Hasta el momento, se tiene plenamente identificado que el relato de la niña o el niño abusado, constituye el 

principal indicador de este problema. La mayor dificultad, en este sentido, es que las niñas y niños que viven 



 

 
 

este tipo de abuso no suelen hablar de él, por el contrario lo ocultan debido al control que tiene el abusador 

sobre de ellas/ellos. 

Existen otros indicadores de que la o el niño viven alguna forma de violencia y algunos otros específicos del 

abuso sexual, mismos que se detallan en el siguiente gráfico: 

 

Fuente. Elaboración propia a partir de UNICEF, 2015. 

Como se puede observar, una parte importante de estos indicadores (marcados en rojo en el gráfico) pueden ser 

captados en el ámbito escolar, en especial, por las y los docentes. 

De acuerdo con el Manual Violencia sexual: identificación y prevención del abuso sexual infantil , editado por 

la Secretaría de Educación Pública (SEP) en el Distrito Federal en 2011, se sabe que entre las consecuencias 

inmediatas observables en la conducta de niñas o niños que pudieran estar viviendo abuso sexual infantil se 

encuentran: las alteraciones del sueño, los miedos, el bajo rendimiento escolar, demandas de afecto, síntomas 

psicosomáticos y modificaciones en el comportamiento.  

Sobre el bajo rendimiento escolar, se explica de la siguiente forma: 

“Bajo rendimiento escolar: falta de atención, falta de concentración, falta de realización de tareas, baja en sus 

calificaciones, mala conducta, aislamiento, inasistencia, problemas con compañeros. El bajo rendimiento 

escolar se observó en sus calificaciones, ya fuera porque no podía fijar su atención o porque no realizaba las 

tareas. Esa es una de las consecuencias características de la agresión sexual. Se considera que la continua 

evocación de la experiencia desagradable desvía la atención del niño o de la niña; el impacto contribuye a la 

desestructuración del pensamiento y a que no puede concentrase en las tareas escolares. Otra posible 

explicación surge de la teoría conductual al referirse a la incapacidad aprendida; cuando el niño ha sido 

expuesto a situaciones sobre las cuales no tiene control, deja de esforzarse y de luchar en situaciones en las 

puede hacerlo...” 9  

En ese sentido, es pertinente que las y los adultos cuidadores sepan qué hacer ante un caso de abuso sexual 

infantil. En especial, las y los docentes deben contar con una ruta o protocolo de actuación ante esta forma de 

violencia . Existen algunos esfuerzos (como el manual antes citado SEP, 2011), pero no se ha establecido 



 

 
 

plenamente la obligación para que desde el ámbito escolar se intervenga como posible espacio de detección y 

canalización. 

En otras palabras, hasta la fecha, en el ámbito escolar se ha trabajado la violencia que se da en la propia escuela 

(ya sea el bullying y otras formas de acoso), pero las y los docentes no cuentan con protocolos que guíen sus 

acciones ante la violencia –en especial la sexual– que puede estar viviendo una niña o niño en otro ámbito, pero 

que se manifiesta en su rendimiento y convivencia escolar e, incluso, que les pudiera ser narrada por la niña o 

niño víctima. 

UNICEF describe una serie de pasos para atender el abuso sexual infantil, que inician con la detección y 

notificación, seguidas por el diagnóstico e investigación, que da paso a la atención integra de la víctima y la 

actuación de las autoridades en el marco de la legislación vigente. 

La detección puede ser hecha en diferentes ámbitos: la escuela, el hospital, el consultorio, la entrevista 

psicológica y por personas que no necesariamente trabajan de manera específica y directa esta problemática 

(UNICEF, 2015). Esta involucra tres tipos de signos: signos físicos que llamen la atención; signos conductuales 

que llamen la atención (y a los que ya se hizo referencia en el gráfico anterior) y el relato concreto de la niña o 

niño. 

Es en la detección y notificación que las y los docentes y las autoridades educativas pueden tener un peso 

importante, a condición de que cuenten con el respaldo institucional para así proceder y siguiendo un protocolo 

de acción expresamente diseñado. 

De hecho uno de los actores institucionales que fueron fuente de información para el diagnóstico integrado por 

la CEAV en 2016 fue el sector educativo. No obstante, la CEAV se encontró una escasa información en dicho 

sector y en el laboral, por lo que señaló: 

“La escasa información brindada por las Secretarías de Educación y Trabajo evidencia que las acciones de 

detección de la violencia sexual en los ámbitos laboral y docente son débiles o nulas . En el ámbito docente la 

atención parece estar concentrada en la detección y atención del bullying , sin que siquiera se reflexione sobre 

las prácticas de violencia sexual que están implicadas en el acoso escolar. 

...En ambos casos, se trata de graves omisiones en el deber del estado de atender la violencia sexual . Además, 

en ambos casos se dan relaciones de supra subordinación que colocan en alto riesgo a las víctimas y 

obstaculizan las posibilidades de denuncia. Es por ello que es fundamental desplegar una política preventiva 

más audaz y una política de atención que desarrolle acciones dirigidas a detectar a las víctimas y ofrecerles 

servicios reparadores del daño.” (CEAV, 2016:253). 

Sin duda, en este contexto resulta de particular importancia la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, porque en este instrumento se reconoce a niñas, niños y adolescentes (NNA) como titulares de 

derechos de conformidad con los principios constitucionales; porque garantiza el ejercicio de tales derechos; y 

porque sienta los principios rectores y criterios de la política nacional en materia de los derechos de esa 

población, así como las facultades, competencia y concurrencia de todas las autoridades del país. 

En ese sentido, esta ley constituye el marco idóneo para definir la obligación del sector educativo en la 

prevención y detección del abuso sexual infantil que, como ha quedado suficientemente expuesto, constituye 

una de las formas más graves, extendidas e insuficientemente atendidas de violación de los derechos de niñas y 

niños. 



 

 
 

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, garantiza, entre otros el derecho a una vida 

libre de violencia y a la integridad personal, así como el derecho a la educación. 

Así, en lo que hace al derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal, esta ley señala la 

obligación de las autoridades de los tres niveles de gobierno para tomar las medidas necesarias, para prevenir, 

atender y sancionar la violencia sexual, en cualquiera de sus manifestaciones, que se cometa contra niñas, niños 

y adolescentes, en los siguientes términos: 

“Artículo 47. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, están obligadas a tomar las 

medidas necesarias para prevenir, atender y sancionar los casos en que niñas, niños o adolescentes se vean 

afectados por:  

I. a II. ...;  

III. Trata de personas menores de 18 años de edad, abuso sexual infantil, explotación sexual infantil con o sin 

fines comerciales, o cualquier otro tipo de explotación, y demás conductas punibles establecidas en las 

disposiciones aplicables;” 

... 

Por otra parte, en lo que hace al derecho a la educación de NNA, establece: 

“Artículo 57. ... 

... 

Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias garantizarán la consecución de una educación 

de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia en la misma, para lo cual deberán: 

I. a X. ... 

XI. Conformar una instancia multidisciplinaria responsable que establezca mecanismos para la prevención, 

atención y canalización de los casos de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o cualquier otra forma de 

violencia en contra de niñas, niños y adolescentes que se suscite en los centros educativos ; 

XII. Se elaboren protocolos de actuación sobre situaciones de acoso o violencia escolar para el personal y para 

quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia; ...” (subrayado propio). 

Asimismo, respecto a los fines de la educación, la ley establece el apoyo a NNA que sean víctimas: 

“Artículo 58. La educación, además de lo dispuesto en las disposiciones aplicables, tendrá los siguientes fines: 

I. a IV. ...; 

V. Apoyar a niñas, niños y adolescentes que sean víctimas de maltrato y la atención especial de quienes se 

encuentren en situación de riesgo; ...” (subrayado propio) 



 

 
 

Como se observa, la ley es un tanto limitativa en lo que hace a la actuación de las autoridades educativas al 

establecer su intervención sólo en lo que hace a la violencia que se presente en los propios centros educativos, 

por lo que si se detecta alguna otra forma de violencia (sobre todo de índole sexual) que rebase este ámbito, no 

hay obligación alguna, no obstante lo que se establece en el artículo 47, inciso III. 

Por su parte el Código Penal Federal establece, respecto al delito de abuso sexual: 

“Artículo 260. Comete el delito de abuso sexual quien ejecute en una persona, sin su consentimiento, o la 

obligue a ejecutar para sí o en otra persona, actos sexuales sin el propósito de llegar a la cópula.  

A quien cometa este delito, se le impondrá pena de seis a diez años de prisión y hasta doscientos días multa. 

Para efectos de este artículo se entiende por actos sexuales los tocamientos o manoseos corporales obscenos, o 

los que representen actos explícitamente sexuales u obliguen a la víctima a representarlos.  

También se considera abuso sexual cuando se obligue a la víctima a observar un acto sexual, o a exhibir su 

cuerpo sin su consentimiento.  

Si se hiciera uso de violencia, física o psicológica, la pena se aumentará en una mitad más en su mínimo y 

máximo.  

Artículo 261. A quien cometa el delito de abuso sexual en una persona menor de quince años de edad o en 

persona que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho, aun con su consentimiento, o que 

por cualquier causa no pueda resistirlo o la obligue a ejecutarlo en sí o en otra persona, se le impondrá una pena 

de seis a trece años de prisión y hasta quinientos días multa.  

Si se hiciera uso de violencia, la pena se aumentará en una mitad más en su mínimo y máximo.” (subrayado 

propio). 

Y en cuanto a las agravantes, señala: 

“Artículo 266 Bis . Las penas previstas para el abuso sexual y la violación se aumentará hasta en una mitad en 

su mínimo y máximo, cuando:  

I. El delito fuere cometido con intervención directa o inmediata de dos o más personas;  

II. El delito fuere cometido por un ascendiente contra su descendiente, éste contra aquél, el hermano contra su 

colateral, el tutor contra su pupilo, o por el padrastro o amasio de la madre del ofendido en contra del hijastro. 

Además de la pena de prisión, el culpable perderá la patria potestad o la tutela, en los casos en que la ejerciere 

sobre la víctima;  

III. El delito fuere cometido por quien desempeñe un cargo o empleo público o ejerza su profesión, utilizando 

los medios o circunstancia que ellos le proporcionen. Además de la pena de prisión el condenado será destituido 

del cargo o empleo o suspendido por el término de cinco años en el ejercicio de dicha profesión; 

IV. El delito fuere cometido por la persona que tiene al ofendido bajo su custodia, guarda o educación o 

aproveche la confianza en él depositada.  



 

 
 

V. El delito fuere cometido previa suministración de estupefacientes o psicotrópicos a la víctima, en contra de 

su voluntad o sin su conocimiento.” 

En este caso se observa la necesidad de reformar el Código Penal Federal, con el objeto de: 

I. Clarificar el tipo penal de abuso sexua l en cuanto al número de conductas que se requieren para actualizar la 

conducta típica, estableciendo que puede ser una o varias. Toda vez que actualmente refiere que se necesitan 

“actos sexuales” para que exista tipicidad, excluyendo, al menos desde una interpretación legalista o literal, un 

solo acto sexual. 

Con ello, se pretende dar certidumbre en su accionar a los operadores jurídicos que día a día están en presencia 

de estos hechos delictuosos; así como evitar la impunidad de los agresores sexuales. 

II. Aumentar la pena del abuso sexual, a fin de desincentivar, mitigar y prevenir la comisión de este delito. 

Se proyecta imponer de nueve a doce años de prisión y una multa de 160 a 300 Unidades de Medida y 

Actualización, a la persona que por sentencia firme sea encontrada culpable del delito de abuso sexual. 

Es de señalar que la presente iniciativa plantea la implementación de la Unidad de Medida y Actualización 

(UMA) como base para determinar la cuantía de la pena pecuniaria establecida en el artículo 260 del Código 

Penal Federal, substituyendo con ello, al salario mínimo vigente. Esta modificación encuentra sustento en la 

reforma constitucional del 27 de enero del 2016, en materia de desindexación del salario mínimo, así como la 

Ley para Determinar el Valor de la Unidad de Medida y Actualización. Toda vez que, derivado de lo anterior, 

se estableció que el valor de la Unidad de Medida y Actualización será utilizada como unidad de cuenta, índice, 

base, medida o referencia para determinar la cuantía del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las 

leyes federales, de las entidades federativas y del Distrito Federal.  

III. Agregar circunstancias por las cuales el delito de abuso sexual sea perseguido oficiosamente , estableciendo 

como regla general que se perseguirá a petición de parte. 

Actualmente, el Código Penal Federal no establece explícitamente los requisitos de procedibilidad en el caso del 

abuso sexual. Por tal, las víctimas del delito se ven afectadas en su derecho de recibir justicia debido a la 

incertidumbre jurídica generada por la redacción actual. Se propone establecer como regla general que el abuso 

sexual se persiga por querella, y como excepción que se investigue oficiosamente en los siguientes casos: 

1. Que la víctima no sea capaz de comprender el significado del hecho, 

2. Que la víctima se encuentre en estado de indefensión, 

3. Que la víctima sea menor de 15 años, y 

4. Que el delito sea cometido con violencia física o psicológica. 

Esto es así en atención a que si se dan cualquiera de estas circunstancias no puede haber consentimiento por 

parte de la víctima, ya que la voluntad de la parte ofendida no puede ser expresada (1 y 2), no tiene la capacidad 

suficiente para expresarse (3) o está siendo afectada por circunstancias externas oponibles al sujeto activo (4). 

En ese sentido, la presente iniciativa pretende por un lado reformar la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes para asegurar que desde el ámbito educativo se desarrollen protocolos de actuación que 



 

 
 

permitan una efectiva detección del abuso sexual que pudieran estar viviendo niñas y niños, no solo respecto a 

la que se pudiera presentar en el ámbito escolar, sino aquella que tenga su origen en el hogar u otros espacios.  

Por otro lado, se proponen reformas al artículo 260 del Código Penal Federal con el objeto clarificar el tipo 

penal de abuso sexual, aumentar y adoptar la UMA en la determinación de la pena por abuso sexual y agregar 

circunstancias por las cuales el delito de abuso sexual sea perseguido oficiosamente, brindando mayor 

protección a las niñas y niños . 

En ese sentido y para reforzar lo anteriormente fundado y motivado, se presenta el siguiente cuadro 

comparativo. 

 



 

 
 

 

Decreto por el que se reforma el artículo 57 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 

así como el artículo 260 del Código Penal Federal, en materia de abuso sexual infantil  

Primero. Se modifican los incisos XI y XII del artículo 57 del capítulo décimo primero, Del Derecho a la 

Educación, correspondientes a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar 

como sigue: 

Capítulo Décimo Primero  

Del Derecho a la Educación 

Artículo 57. ... 

... 

Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias garantizarán la consecución de una educación 

de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia en la misma, para lo cual deberán: 

I. a X. ... 



 

 
 

XI. Conformar una instancia multidisciplinaria responsable que establezca mecanismos para la prevención, 

atención y canalización de los casos de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso sexual o cualquier otra forma 

de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes que se suscite y detecte en los centros educativos; 

XII. Se elaboren protocolos de actuación sobre situaciones de acoso, violencia escolar y violencia sexual que 

afecte a niñas, niños y adolescentes, para guiar la actuación del personal docente y para quienes ejerzan la patria 

potestad, tutela o guarda y custodia;  

... 

Segundo. Se modifican el segundo y tercer párrafo y se adiciona un párrafo sexto al artículo 260 

correspondientes al título decimoquinto Delitos contra la Libertad y el Normal Desarrollo Psicosexual, capítulo 

I Hostigamiento Sexual, Abuso Sexual, Estupro y Violación, del Código Penal Federal, para quedar como 

sigue: 

Título Decimoquinto  

Delitos contra la Libertad y el Normal Desarrollo Psicosexual 

Capítulo I  

Hostigamiento Sexual, Abuso Sexual, Estupro y Violación 

Artículo 260. Comete el delito de abuso sexual quien ejecute en una persona, sin su consentimiento, o la obligue 

a ejecutar para sí o en otra persona, un acto o actos sexuales sin el propósito de llegar a la cópula. 

Para los efectos de este artículo, se entiende por acto sexual cualquier tocamiento o manoseo corporal con 

sentido lascivo y caracterizado por un contenido sexual, o los que representen cualquier acto explícitamente 

sexual u obliguen a la víctima a representarlo.  

También se considera abuso sexual cuando se obligue a la víctima a observar un acto sexual, o a exhibir su cuerpo sin su 
consentimiento. 

Al responsable de abuso sexual, se le impondrán de nueve a doce años de prisión y una multa de 160 a 300 

unidades de medida y actualización, así como el pago de la reparación del daño.  

Si se hiciera uso de violencia, física o psicológica, la pena se aumentará en una mitad más en su mínimo y 

máximo. 

Cuando la parte ofendida no sea capaz de comprender el significado del hecho, se encuentre en estado de 

indefensión, sea menor de 15 años de edad, o el delito sea cometido con violencia física o psicológica se 

perseguirá de oficio. En todos los demás casos, este delito se perseguirá por querella.  

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
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